[image: image2.png]



CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA (SUBSECCIÓN B)
Consejero Ponente (E): Danilo Rojas Betancourth
[image: image1.png]



32
Expediente n.° 35.180

Actor: Retramar S.A.


Bogotá, D.C., veintiséis (26) de julio de dos mil doce (2012)
Radicación al número: 11001-03-26-000-2008-00021-00 (35.180)

Actor: Retramar S.A.
Demandado: Instituto Colombiano de Desarrollo Rural-INCODER
Referencia: ACCIÓN DE NULIDAD

La Sección Tercera, Subsección B, del Consejo de Estado procede a resolver en única instancia la demanda que Retramar S.A. interpuso, en ejercicio de la acción pública de nulidad, contra el Acuerdo n.º 127 de 2007, expedido por el Consejo Directivo del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural-INCODER.

SÍNTESIS DEL CASO

El INCODER mediante el Acuerdo n.° 127 de 2007 reglamentó la ocupación y aprovechamiento temporal de presuntos baldíos reservados de la Nación, ubicados en el corregimiento de Palermo, municipio de Sitio Nuevo (Magdalena). Se presentó demanda contra este acto administrativo al estimarse que ese establecimiento público suplantó al Presidente de la República como autoridad reglamentaria y que, por ello, invadió su competencia al expedir un reglamento para el cual no estaba facultado.
ANTECEDENTES

I. Lo que se pretende
1. El presente proceso se originó en la demanda presentada el 25 de marzo de 2008 por Retramar S.A. en contra del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural-INCODER. En la demanda, instaurada por intermedio de abogado, se solicitó la declaración de nulidad del Acuerdo nº. 127 de diciembre 13 de 2007, mediante el cual se reglamentó la ocupación y aprovechamiento temporal de presuntos baldíos reservados de la Nación, ubicados en el corregimiento de Palermo, municipio de Sitio Nuevo (Magdalena), denominados “Zona de Desarrollo de Excelencia”.
1.1 Señaló que la Ley 160 de 1994, que asignó en su artículo 48 al INCORA la función de llevar a cabo la clarificación de la propiedad, deslinde y recuperación de baldíos, fue derogada por la Ley 1152 de julio de 2007, por la cual se dictó el Estatuto de Desarrollo Rural y se reformó el INCODER. Indicó que esta última norma reguló en su artículo 163 la recuperación de tierras por indebida ocupación, adjudicación o servicio, y señaló que el procedimiento debía establecerse a través de decreto reglamentario en el que se garantizara la audiencia del ocupante o del presunto dueño (Decreto Reglamentario 230 del 30 de enero de 2008).

1.2 Expuso que en vigencia de la Ley 1152 de 2007 y antes de la expedición del Decreto reglamentario 230 de 2008, el INCODER expidió las Resoluciones 2125 y 2126 de 21 de agosto de 2007, a través de las cuales inició el procedimiento de recuperación de presuntos baldíos, indebidamente ocupados por las sociedades Petrocomercial y Retramar. Puso de presente que contra estos actos administrativos, los interesados interpusieron recurso de reposición, que aún no ha sido resuelto. Añadió que el 13 de diciembre de 2007, antes de la expedición del Decreto Reglamentario 230 de 30 de enero de 2008, el INCODER expidió el Acuerdo n.° 127 (publicado en el Diario Oficial 46868 el 11 de enero de 2008) en el cual reglamentó la ocupación y aprovechamiento temporal de los baldíos reservados de la Nación en el corregimiento de Palermo. En dicho Acuerdo, el INCODER también reguló la facultad de arrendar los presuntos terrenos baldíos, la forma en que debía celebrarse el respectivo contrato y delimitó la “Zona de Desarrollo de Excelencia” en la que se encuentran ubicados los predios que explotan las sociedades Petrocomercial y Retramar. Indicó que el Incoder expidió el acuerdo acusado, “con el claro propósito de crear un presupuesto de legalidad favorable en el trámite administrativo que el mismo Incoder había iniciado mediante las resoluciones (…) 2125 y 2126, ambas de 21 de agosto de 2007, fundamentando así dicho trámite”.

1.3 Adujo violación al debido proceso (artículo 29 de la Constitución Política) por incompetencia del INCODER para expedir el Acuerdo demandado,  inexistencia de norma jurídica preexistente en tanto el artículo 163 de la Ley 1152 de 2007 prescribió que un decreto reglamentario establecería el procedimiento que habría de seguirse con audiencia del ocupante y que el decreto y práctica de pruebas se ceñirían a lo dispuesto en dicho decreto reglamentario.

1.4 Alegó igualmente desvío de procedimiento, modalidad de la desviación de poder, al buscar  que no haya necesidad de tramitar el procedimiento administrativo de recuperación de presuntos baldíos indebidamente ocupados, iniciado en las resoluciones 2125 y 216 de 2007.
1.5 Invocó asimismo violación al derecho de acceso a la administración de justicia (artículos 29, 229, 40.8 Constitución Política) al prever en su artículo 7º una cláusula de renuncia a futuras reclamaciones, como requisito sine qua non para la celebración del contrato de arrendamiento. También alegó infracción al principio de igualdad, contenido en el artículo 13 de la Constitución Política, en tanto se hace referencia en el Acuerdo demandado a la Resoluciones 2125 y 2126, procedimiento de recuperación de terrenos, sin que a la fecha de inicio de esas actuaciones existiera un procedimiento legal.
1.6 Arguyó infracción del artículo 1508 del Código Civil, al regular el contrato de arrendamiento, que según los artículos 13, 32 y 40 de la Ley 80 se rige por disposiciones comerciales y civiles. Asimismo, invocó violación al parágrafo del artículo 14 de la Ley 80 de 1993 al establecer el acto acusado en su artículo 5º, una causal de terminación unilateral del contrato, la violación de normas ambientales por parte del arrendatario, lo cual vulnera el régimen legal de las cláusulas excepcionales que las prohíbe en este tipo de contratos.
1.7 Encontró que se violaron los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal (artículos 209 y 267 de la Constitución Política) aplicables por mandato del artículo 13 de la Ley 1150 de 2007, al prever una variación del 50% entre el valor cobrado a una persona frente a otra, por el solo hecho de firmar un acuerdo con pocos meses de diferencia.
1.8 En la segunda parte de su escrito invocó como causal de nulidad “falsa motivación”. Expuso que en el considerando 24 se invoca como fundamento para dar en arrendamiento los artículos 8 y 10 de la Ley 110 de 1912, normas que “se encuentran derogadas hace más de treinta años, razón por la cual no pueden servir de fundamento jurídico”, de modo que el acto acusado adolece de falsa motivación por error de derecho. Alegó igualmente “error de hecho” en tanto no se trata de terrenos baldíos, a la luz de la legislación vigente, ya que es propiedad privada. Al efecto hace un estudio de los títulos de esta propiedad.
2. Trámite procesal
2. Por auto de 3 de septiembre de 2008 se admitió la demanda formulada y se decretó la suspensión provisional solicitada, al razonar que el INCODER carecía de facultad legal para regular o reglamentar la ocupación y aprovechamiento temporal de los bienes baldíos reservados de la Nación, en consideración a que, con la expedición de la Ley 1152 de 2007, perdió la facultad de “regular” ese tema.

2.1 El INCODER se opuso a las pretensiones y señaló que en la Ley 1152 “no se creó para el Instituto un régimen de tránsito legislativo que se adecuara al nuevo enfoque de política del sector o que permitiera el traslado de funciones y competencias plenas a las entidades antes señaladas o mientras se reglamentara y estuviera en funcionamiento la UNAT [Unidad Nacional de Tierras Rurales]”. Circunstancia que “creó una situación de interpretación normativa sobre la vigencia o no de las competencias, funciones y procedimientos especiales que adelanta el Incoder sobre los asuntos agrarios que venía desarrollando el mismo bajo los parámetros de la Ley 160 de 1994 y sus decretos reglamentarios (…) cuyas competencias  por  virtud de la misma Ley unas son trasladadas a la Unidad Nacional de Tierras Rurales y otras a las Agencia Presidencial para la Acción Social, Dirección de Etnias del Ministerio del Interior, Corporaciones Autónomas Regionales, Ministerio del Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial”.
2.2 Esta razón, adujo, dio lugar a la expedición de los Decretos 3066 y 3362 de 2007 para la “transición institucional” no previstas por la Ley 1152 de 2007. Explicó que debían negarse las pretensiones de la demanda, en tanto “la Ley 1152 de 2007, su vigencia, efectos de traslado de funciones y competencias no se puede analizar aisladamente o en forma literal desconociendo su alcance y contexto histórico”. 
2.3 Indicó que era preciso trascender el “límite gramatical”  y que “no se puede llegar a extremos para considerar que con la sola expedición de la Ley 1152 de 2007 el INCODER, perdió todas las funciones y competencias que venía desarrollando, se está desconociendo el régimen de transitoriedad, creado mediante los Decretos 3066 y 3362 de 2007, originados luego de la expedición de la Ley 1152 de 2007”, que buscaron “conjurar la transición institucional creada en la vigencia de dicho estatuto”, con los cuales se estaba garantizando la continuidad en la prestación eficiente de los servicios inherentes a sus funciones y competencias que estaban asignadas al INCODER y que fueron trasladadas a otras entidades “con el fin de dar una cumplida ejecución a las disposiciones consagradas en la referida ley”. 
2.4 Dijo que no se puede concluir que existe una falta de competencia, por cuanto el régimen de transición estaba amparado bajo la vigencia y efectos de los Decretos 3066 y 3302 de 2007, decretos que permitieron “la ejecución cumplida y el traslado ordenado de las funciones y competencias”. Al concluir expuso que el acuerdo demandado no vulnera los principios de la contratación administrativa. 
3. Por auto de 12 de diciembre de 2011 se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión. 
3.1 El actor y el accionado reiteraron lo expuesto en el proceso.
3.2 El Ministerio Público solicitó que se accediera a las pretensiones anulatorias. Estimó, sin embargo, que como la administración no podía paralizarse hasta tanto no se expidiera el decreto reglamentario, el mismo gobierno tuvo que emitir los Decretos 3036 y 3262 de 2007 para habilitar al Instituto a seguir cumpliendo con las funciones que ejecutó con el acto demandado por lo que no puede concluirse que carecía de competencia para regular el tema de los baldíos. Conceptuó que el acto acusado incurre en una desviación de poder, “al imponer un procedimiento administrativo para la recuperación de baldíos con lo cual se atentaba con el derecho al debido proceso y el acceso a la administración  de justicia al impedir que quien creía tener derechos de propiedad sobre un inmueble los renunciara para poder aceptar la propuesta del Estado de la celebración del contrato de arrendamiento”. Con lo que se da un cambio de procedimiento para la recuperación de baldíos en cabeza de particulares y que “solo beneficia al Estado al dar por terminado (sic) litigios en curso sobre clasificación de títulos, con violación al canon constitucional del debido proceso previsto en el artículo 29”.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

I. Competencia

4. Por tratarse de una demanda interpuesta en ejercicio de la acción pública de nulidad contra un acto administrativo, del orden nacional, relacionado con un tema agrario como es la reglamentación de la ocupación y aprovechamiento temporal de los baldíos reservados de la Nación, la Sección Tercera del Consejo de Estado es competente para conocer el asunto, de acuerdo con lo previsto en los artículos 128, numeral 1 del C. C. A, modificado por el artículo 36 de la Ley 446 de 1998, 154 del  Código Contencioso Administrativo  y 1 del Acuerdo No. 55 de 2003, expedido por esta Corporación
. 

4.2 De otro lado, es procedente anotar que este asunto se fallará en esta oportunidad por las siguientes razones:

4.2.1 Habida consideración de la prelación acordada por la Sala en sesión del 5 de mayo de 2005. 
4.2.2 Por cuanto el artículo 18 de la Ley 446 de 1998
 prevé que en los procesos de conocimiento de la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo el orden para proferir sentencias podrá modificarse en atención a la naturaleza de los asuntos y a su importancia jurídica y trascendencia social. En este caso, por tratarse de una disposición de carácter reglamentario relativa a la “ocupación y aprovechamiento temporal de baldíos reservados de la Nación”, es claro que se trata de un tema de gran importancia que compromete el interés general, uno de los valores superiores de nuestro ordenamiento (art. 1º constitucional).
4.2.3 Merced a la naturaleza de la acción incoada, ya que como es sabido la finalidad del contencioso objetivo es el restablecimiento de la legalidad y asegurar la regularidad de  la actuación administrativa, que interesa a todas las personas, dadas las enormes implicaciones que tiene este tipo de preceptos reglamentarios. 
II. El acto administrativo acusado
5. El acto administrativo demandado es el Acuerdo n.° 127 del 13 de diciembre de 2007, expedido por el Consejo Directivo del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural-INCODER, por medio del cual se reglamenta la ocupación y aprovechamiento temporal de los baldíos reservados de la Nación, situados en el corregimiento de Palermo, municipio de Sitio Nuevo, 
departamento del Magdalena, conocidos como “Zona de Desarrollo de Excelencia”. El texto de la norma reglamentaria impugnada es el siguiente:
Artículo 1º. Objeto. Reglamentar la ocupación y aprovechamiento temporal de los baldíos reservados de la Nación, ubicados en la denominada ‘Zona de Desarrollo de Excelencia’, corregimiento de Palermo, municipio de Sitio Nuevo, departamento del Magdalena, delimitados por los siguientes linderos: (…).

Parágrafo. De la anterior delimitación se exceptúa cualquier terreno comprendido en el perímetro rural del corregimiento de Palermo, municipio de Sitio Nuevo.

Artículo 2º. Facultad para arrendar. Facúltese al Gerente General del Incoder, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 10 del Código Fiscal de 1912, para dar en arrendamiento, hasta por un término máximo de ocho (8) años, a personas naturales o jurídicas, porciones de baldíos reservados de propiedad de la Nación conocidos como ‘Zona de Desarrollo de Excelencia’, situados en el corregimiento de Palermo, municipio de Sitio Nuevo, departamento del Magdalena y delimitados en el artículo anterior, en extensiones máximas de cuatro hectáreas cinco mil metros cuadrados (4 has 5.000 m2).

Artículo 3º. Canon o renta. De conformidad con las disposiciones legales vigentes, el precio o canon mensual de arrendamiento se determinará tomando en cuenta el avalúo catastral del predio y la época de celebración del contrato, de acuerdo con los siguientes plazos:

3.1. Si el contrato se celebra dentro del tiempo comprendido entre la fecha de entrada en vigencia de este Acuerdo y el 28 de febrero de 2008, el canon o renta mensual será el equivalente al uno por ciento (1%) del avalúo catastral vigente del predio.

3.2. Si el contrato se celebra dentro del tiempo comprendido entre el 1º y el 31 de marzo de 2008, el canon o renta mensual será el equivalente al tres por ciento (3%) del avalúo catastral vigente del predio, y

3.3. Si el contrato se celebra después del 31 de marzo de 2008, el canon o renta mensual será el equivalente al cinco por ciento (5%) del avalúo catastral vigente del predio.

El canon será pagado por el arrendatario al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, o a quien este autorice por escrito para recibirlo, de manera anticipada dentro de los cinco (5) días comunes de cada período, sin perjuicio de que el arrendatario pueda pagar anticipadamente semestres o anualidades.

Artículo 4º. Formalidades del contrato. El contrato de arrendamiento que este Acuerdo autoriza celebrar es consensual y como tal se celebrará por documento privado reconocido ante Notario Público.

Artículo 5º. Obligaciones especiales del arrendatario. En los contratos de arrendamiento que este Acuerdo autoriza celebrar se incluirán como obligaciones especiales del arrendatario el cumplimiento de las disposiciones nacionales y locales sobre conservación y protección del medio ambiente y se estipulará como causal de terminación unilateral del contrato la violación de las normas ambientales.

Parágrafo. En todo caso, los arrendatarios deberán abstenerse de desarrollar actividad alguna en las zonas de amortiguación del parque VIPIS.

Artículo 6º. Impuestos y contribuciones. En los contratos que se celebren en virtud de las autorizaciones que confiere este Acuerdo, el arrendatario se obligará a pagar oportunamente los impuestos y contribuciones que, de conformidad con lo previsto en el artículo 6º, numeral 3, de la Ley 768 de 2002, graven las construcciones, edificaciones o cualquier tipo de mejoras sobre el bien de dominio público arrendado, o la actividad económica que desarrolle.

Artículo 7º. Renuncia a futuras reclamaciones. Cuando el arrendatario sea el actual ocupante del baldío reservado será requisito sine qua non para la celebración del contrato de arrendamiento que, previamente y en escrito reconocidos ante notario, reconozca el dominio del Estado colombiano sobre el predio objeto del contrato y renuncie a futuras reclamaciones de cualquier índole contra el Estado colombiano o cualquiera de sus entidades o dependencias, en especial a las acciones relacionadas con la propiedad, posesión u ocupación de los terrenos objeto del contrato de arrendamiento o las encaminadas al reconocimiento del  pago de mejoras plantadas o que se lleguen a plantar sobre ese predio.

Artículo 8º. Derecho de preferencia. Cuando sobre un mismo predio dos o más personas pretendan celebrar contrato de arrendamiento en los términos de este Acuerdo, el Incoder preferirá a quien ocupe el predio, siempre que cumpla con los requisitos de ley y se someta a las condiciones que el Instituto establezca en ejercicio de sus facultades legales.

Artículo 9º. Contratos de usufructo. Facúltese al Gerente General del Incoder para dar en usufructo porciones de hasta seis hectáreas (6ha) de los baldíos reservados de propiedad de la Nación conocidos como ‘Zona de Desarrollo de Excelencia’, situados en el corregimiento de Palermo, municipio de Sitio Nuevo, departamento del Magdalena, hasta por un término máximo de ocho (8) años, a personas naturales cuyo patrimonio no exceda los quince (15) salarios mínimos legales mensuales y que no hayan sido beneficiarios del subsidio de vivienda de interés social siempre que en la actualidad ocupen el predio que requieran en usufructo, para ser destinados a vivienda y al establecimiento de cultivos de seguridad alimentaria. No se permitirá la introducción de organismos vivos genéticamente modificados, ni de especies exóticas.

Artículo 10. Obligaciones especiales de usufructuario. En los contratos de usufructo que este Acuerdo autoriza celebrar se incluirá como obligaciones especiales del arrendatario el cumplimiento de las disposiciones sobre conservación y protección del medio ambiente y se estipulará como causal de terminación unilateral del contrato la violación de las normas ambientales.

Artículo 11. Normativa aplicable. Los contratos que se celebren en virtud de este Acuerdo se gobernarán por las normas legales vigentes, en especial por el Código Contencioso Administrativo, la Ley 80 de 1993 y por el Código Civil.

Parágrafo. Lo anterior, sin perjuicio de las disposiciones vigentes en materia de medio ambiente y recursos naturales renovables y las que establezcan el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y demás autoridades con jurisdicción en dicha área.

Artículo 12. Vigencia. Este Acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación 
. 
6. Para la expedición del acto, el INCODER justificó la necesidad de reglamentar la ocupación y aprovechamiento temporal de los particulares sobre los baldíos inadjudicables de la Nación, ubicados en la zona mencionada, en una serie de consideraciones que se sintetizan así:

6.1 Mediante el Acuerdo n.° 4 del 24 de abril de 1969, el INDERENA delimitó y reservó el área denominada “Parque Nacional Natural Isla de Salamanca”, ubicada en el municipio de Sitio Nuevo y, a través del Acuerdo 38 de 1985, aclaró los linderos (nums. 1 y 2).

6.2 En ejercicio de las facultades consagradas en la Ley 99 de 1993, el Ministerio del Medio Ambiente -hoy Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible- expidió la Resolución n.° 472 del 8 de junio de 1998, por la cual recategorizó y redelimitó el “Parque Nacional Natural Isla de Salamanca”, amplió su extensión y deslindó una franja de terreno (nums. 3 y 4).

6.3 A través de la Ley 357 de 1997, Colombia aprobó la Convención de Ramsar (Irán) del 2 de febrero de 1971, por la que se obligó a designar humedales del territorio nacional para ser incluidos en la lista de importancia internacional (num. 5).  El humedal incluido en dicha lista, mediante el Decreto 224 de 1998, fue el Sistema Delta Estuarino del Río Magdalena, Ciénaga Grande del Magdalena (num. 6).

6.4 Por medio de la Resolución n.° 157 del 12 de febrero de 2004, el entonces Ministerio del Medio Ambiente señaló que era necesario establecer los usos compatibles y los prohibidos para la conservación y uso sostenible de los humedales con importancia internacional
 (nums. 8 y 9).

6.5 Mediante el Acuerdo n.° 016 del 22 de septiembre de 2005, el concejo municipal de Sitio Nuevo aprobó la modificación de los usos del suelo del corregimiento de Palermo y previó una Zona de Desarrollo de Excelencia, para propiciar proyectos industriales y portuarios, compatibles con los lineamientos señalados en la Convención de Ramsar (num. 10).

6.6 Conforme a este marco legal, el INCODER expidió las Resoluciones 1555 del 12 de junio de 2007 y 2550 del 28 de septiembre siguiente, por las cuales negó la adjudicación de baldíos (num. 12).

6.7 Actualmente, a través de las Resoluciones 2125 y 2126 del 21 de agosto de 2007, se adelantan ante el INCODER procedimientos administrativos de recuperación de baldíos indebidamente ocupados en predios ubicados dentro de la “Zona de Desarrollo de Excelencia” (num. 14).

6.8 De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 27 y 28 de la Ley 1152 de 2007, la Unidad Nacional de Tierras Rurales es competente para adelantar los procedimientos de planificación y administración de los predios rurales de propiedad de la Nación y está a cargo de la definición y fines de las tierras rurales de la Nación, y de transferir la administración y tenencia de dichos predios (num. 17). 

6.9 El artículo 38 ibidem señala que el Ministerio del Medio Ambiente está a cargo de la administración de los bienes baldíos inadjudicables o de aquellos ubicados en zonas de reserva forestal o ambiental (num. 18).

6.10 A la fecha de expedición del acto, la Unidad Nacional de Tierras no había entrado en funcionamiento, y el Ministerio del Medio Ambiente no había asumido las competencias que le corresponden “mediante la adopción de ajuste de su estructura administrativa, técnica y financiera” (num. 19).

6.11 El gobierno nacional, a través de los Decretos 3066 del 15 de agosto de 2007 y 3362 del 6 de septiembre de ese mismo año dispuso que el INCODER continuaría realizando las actividades y funciones que le habían sido asignadas a otras entidades por la Ley 1152 de 2007 (num. 20).

6.12 El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial fue informado de la propuesta de Acuerdo y manifestó su conformidad con el mismo, confirmada mediante su presencia en la respectiva sesión de discusión (num. 22).

6.13 Dentro de las funciones del Consejo Directivo del Incoder, establecidas en el artículo 76 de la Ley 489 de 1998, se encuentra señalar los criterios generales para la ejecución de los planes, programas, proyectos y recursos, con el fin de garantizar el cumplimiento del objeto y funciones para los que fue creado (num. 23).

6.14 La Ley 110 de 1912, que sustituyó el Código Fiscal, reguló los aspectos generales para la administración de los bienes baldíos nacionales y permitió arrendarlos por un término máximo de 8 años siempre que se trate de bienes inmuebles rurales o rústicos (num. 24).

6.15 La finalidad de la reglamentación es evitar el aprovechamiento ilícito del patrimonio estatal y afianzar el dominio del Estado sobre la totalidad del predio (num. 25).

II: Problema jurídico

7. Corresponde a la Sala determinar: ¿el INCODER debió esperar la promulgación del Decreto Reglamentario de la Ley 1152 de 2007 antes de expedir el Acuerdo demandado? y ¿al no hacerlo invadió la competencia del gobierno nacional?
III. Análisis de la Sala
8. Este Acuerdo tal y como se desprende de su encabezamiento y consideraciones jurídicas, fue expedido en desarrollo de la Ley 1152 de 2007 y sus Decretos Reglamentarios 3066 y 3362 de 2007. Conviene advertir que con posterioridad a su expedición, la Corte Constitucional en sentencia C 175 de 2009 declaró la inexequibilidad de dicha ley, de modo que desapareció el fundamento de derecho con el que fue expedido (lo mismo que de los citados decretos que a su vez también servían de base jurídica al mismo, en tanto fueron expedidos en desarrollo también de esa ley).

8.1 La Sala advierte que como la pérdida de fuerza ejecutoria naturalmente sólo produce efectos hacia el futuro, es válido el enjuiciamiento de la legalidad del Acuerdo n.° 127 de 13 de diciembre de  2007 demandado, mientras estuvo vigente. Al respecto, el artículo 66 del Código Contencioso Administrativo prescribe, al regular la pérdida de fuerza ejecutoria, que “[s]alvo norma expresa en contrario, los actos administrativos serán obligatorios mientras no hayan sido anulados o suspendidos por la jurisdicción en lo contencioso administrativo pero perderán su fuerza ejecutoria en los siguientes casos: 1. Cuando desaparezcan sus fundamentos de hecho o de derecho (…)”.
8.2 A partir de esta norma, jurisprudencial y doctrinariamente se ha construido el instituto del “decaimiento del acto administrativo” como una suerte de “extinción” del mismo, que corresponde a la situación en la cual un acto administrativo que cobró firmeza deja de ser obligatorio al perder vigencia o al desaparecer sus fundamentos de derecho deja de producir efectos jurídicos
.

8.3 Esta Corporación ha sostenido mayoritariamente que la figura del decaimiento del acto administrativo no impide el juicio de legalidad del mismo
, en tanto éste debe realizarse según las circunstancias vigentes al momento de su expedición y habida consideración de que el decaimiento sólo opera hacia el futuro, en tanto:

[dicho] fenómeno en nada afecta la validez del acto administrativo, no se afecta el principio de la presunción de legalidad del acto administrativo, ya que el juzgamiento de la legalidad de un acto administrativo debe hacerse con relación a las circunstancias vigentes al momento de su expedición.

No hay, por lo tanto, razón alguna que imposibilite proferir fallo de fondo con respecto a la legalidad de un acto respecto del cual se ha producido el fenómeno del DECAIMIENTO, entendiendo que dicho fallo abarcará el lapso durante el cual dicho acto administrativo estuvo vigente, lapso durante el cual el acto administrativo gozó de presunción de legalidad.
Lo anterior, por cuanto para que se produzca un fallo de mérito respecto de un acto administrativo, no se requiere que el mismo se encuentre produciendo efectos, tal como se sostuvo por esta Sección en providencia de fecha junio 15 de 1992
 , pues sólo el fallo de nulidad, al producir efectos ex tunc, desvirtúa la presunción de legalidad que acompañó al acto administrativo mientras éste produjo sus efectos. 

(…) Lo anterior, debido a que la nulidad que se ha solicitado, concierne a la validez del acto administrativo y  en el evento de prosperar, se remonta hasta el momento de su expedición, mientras que la causal de decaimiento que acaeció estando en trámite este proceso, atañe a circunstancias posteriores al nacimiento del acto administrativo y no atacan la validez del mismo.
 
8.4 En tal virtud, la presunción de legalidad que ostentan los actos administrativos tan sólo puede ser desvirtuada por el juez del acto, de suerte que el “decaimiento” del acto administrativo no trae aparejado el juicio de validez del mismo
. Y, por lo mismo, en el sub lite no obstante que por virtud del fallo de inexequibilidad desapareció el fundamento legal del Acuerdo impugnado, ello no impide para adelantar el correspondiente juicio de legalidad. En consecuencia, no hay lugar a proferir fallo inhibitorio y por el contrario se proferirá decisión de mérito.

9. Para estudiar el cargo (párrafo 1.3) es preciso tener presente que el Acuerdo n.° 127 de 2007 acusado tiene por objeto “reglamentar la ocupación y aprovechamiento temporal de los baldíos reservados de la Nación” ubicados en una zona de desarrollo de excelencia (artículo 1º). El acto administrativo sub lite establece normas relacionadas con el contrato de arrendamiento de bienes baldíos que se hallen “reservados”: (i) autoridad competente para celebrarlo y plazo (art. 2º); (ii) determinación del precio o canon mensual del contrato de arrendamiento (art. 3º); (iii) formalidades del contrato (artículo 4º); (iv) obligaciones especiales del arrendamiento (artículo 5º); (v) impuestos y contribuciones (art. 6º); (vi) renuncia a reclamaciones futuras (art. 7º); (vii) derecho de preferencia (art. 8º); (viii) contratos de usufructo (art. 9º); (ix) obligaciones especiales del usufructuario (art. 10) y (ix) régimen jurídico aplicable a los contratos de que trata el acuerdo reglamentario (art. 11).
10. Es de resaltar que la Ley 1152 de julio 25 de 2007 -que invoca expresamente el acuerdo acusado en su encabezado como uno de sus fundamentos legales
- por la cual se dicta el “Estatuto de Desarrollo Rural”, se reforma el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder, y se dictan otras disposiciones, contenía al tenor de su artículo 1º un conjunto sistemático e integrado de principios, objetivos, normas, lineamientos de política, mecanismos y procedimientos a través de los cuales el Estado colombiano promovería y ejecutaría las acciones orientadas a lograr un desarrollo humano sostenible y el bienestar del sector rural, en condiciones de equidad, competitividad y sostenibilidad, en cumplimiento de los artículos 64, 65 y 66 de la Constitución Política.

10.1 Con esta perspectiva, el mencionado “Estatuto Rural”-especialmente en su Título II- previó las funciones y roles de la Institucionalidad del Sector Rural y determinó el traslado de algunas funciones del INCODER a otras entidades administrativas, así: la Superintendencia de Notariado y Registro (art. 127
), Dirección de Etnias del Ministerio del Interior y Justicia (art. 34
), Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional (arts. 35 y 126
), Dirección Nacional de Atención y Prevención de Desastres (art. 36
), Corporaciones Autónomas Regionales (art. 37
), Ministerio de Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorial (art. 38)
, Instituto Geográfico Agustín Codazzi (art. 125
) y al Instituto Colombiano Agropecuario-ICA (art. 41
).

10.2 Nótese que el texto legal que se examina en orden a la efectiva transferencia de la administración de los bienes de la Nación a las citadas entidades y que antes correspondía al Incoder, creó la Unidad Nacional de Tierras Rurales-UNAT, a la que le asignó competencias para la planificación, administración y disposición de los predios rurales de propiedad de la Nación (arts. 19, 27 y 28). La determinación de la estructura y funciones de la mencionada Unidad Administrativa Especial, sólo vino a darse con la expedición del Decreto 4907 de diciembre 21 de 2007
.
10.3 Basta lo expuesto para advertir que el estatuto que se examina contiene una amplia y profunda modificación de este sector administrativo y al hacerlo introdujo cambios sustanciales en punto del objetivo y funciones del Incoder (arts. 20 a 26) y, por lo mismo, previó en su artículo 24 que el gobierno reglamentaría su estructura interna, sus órganos directivos, composición y funciones dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de esa ley. Lo anterior teniendo en cuenta el nuevo enfoque de política del sector, según el cual eran funciones del nivel nacional la coordinación de las actividades del Sistema Nacional de Desarrollo Rural, la administración y asignación de los recursos para el adecuado cumplimiento de las funciones misionales, calificación y evaluación del impacto de los proyectos presentados.
10.4 De allí que la ley en referencia derogó expresamente en su artículo 78 el marco legal con arreglo al cual el Incoder venía desempeñando sus funciones, entre otras, de las siguientes disposiciones: la Ley 13 de 1990 (arts. 11 a 25)
, la Ley 41 de 1993
, la Ley 160 de 1994 
 y el Decreto Ley 1300 de 2003, por el cual se creó el Incoder dejando vigente lo atinente a su creación, naturaleza jurídica, jurisdicción y estructura interna (arts. 1º y 8º)
.
11. Habida cuenta que la ley en comento no previó un tránsito institucional originado en esa nueva estructura legal bajo la cual funcionaría el Sector Agrícola, Pecuario, Forestal y Pesquero en los términos del “Estatuto de Desarrollo Rural”, el gobierno expidió el Decreto Reglamentario 3066 de 15 de agosto de 2007
 cuya legalidad no es objeto de cuestionamiento en el sub examine
. Es de resaltar que este decreto también aparece invocado expresamente como fundamento jurídico para expedir el Acuerdo demandado.
11.1 En este decreto el gobierno se ocupó de señalar que el INCODER adelantaría todas las acciones administrativas que le permitieran transferir plenamente las competencias que le fueron asignadas por virtud de la Ley 1152 a otras entidades públicas (art. 1º). Asimismo previó que dentro del término de 6 meses de que trata el artículo 24 de la mencionada ley, el Incoder en coordinación con “las demás entidades a las que le concierne asumir las funciones trasladadas, continuará realizando las actividades atinentes a las competencias reasignadas por virtud de la ley” (art. 2º). 
11.2 Igualmente estableció que el INCOCER debía colaborar con la creación y puesta en funcionamiento de los grupos de trabajo necesarios para el ejercicio de las respectivas funciones de las entidades receptoras de competencias, para lo cual debía efectuar los trámites correspondiente al traslado y recepción de la información, expedientes, actos administrativos y demás documentos a que haya lugar (ibid.). 
11.3 Del mismo modo el precepto antes mencionado prescribió que las entidades que debían asumir funciones procederían a adoptar o a ajustar su estructura administrativa, técnica y financiera para atender las nuevas competencias (art. 3º). Finalmente, esta norma reglamentaria ordenó al Incoder la elaboración del inventario completo y ordenado de las normas, estudios, archivos, cargos, recursos físicos y financieros, informes u otros recursos que están dedicados o que apoyan el desarrollo de las competencias o funciones que deba transferir a las entidades que las deban asumir (art. 4º).
12. De otra parte, es preciso tener en cuenta que el gobierno nacional expidió posteriormente el Decreto Reglamentario 3362 de 6 de septiembre de 2007
, que aparece también referido expresamente como fundamento jurídico del acto sub iudice y que fue encontrado ajustado a derecho por esta Corporación frente a los cargos propuestos
. Al reglamentar esta materia el gobierno ordenó que las dependencias señaladas en el artículo 8º del Decreto 1300 de 2003
 (que como ya se indicó no fue derogado por la Ley 1152 de 2007 según lo advierte su artículo 178) debían continuar cumpliendo con las funciones asignadas con anterioridad a la fecha de publicación de la Ley 1152 de 2007, hasta tanto el gobierno reglamentara la estructura interna del Incoder
 y que mientras ello ocurría, las funciones de los empleos seguirían siendo las fijadas en el manual específico de funciones y de competencias laborales vigente a la publicación de esa ley
.
13. No hay que olvidar que, con apoyo en lo estatuido por el artículo 163 de la Ley 1152 de 2007, en los casos de indebida ocupación de terrenos baldíos, o de tierras que (i) se hallen reservadas, o (ii) que  no puedan ser adjudicables, o (iii) que estén destinadas a un servicio público, el Incoder debía ordenar la recuperación, previa citación y notificación personal del ocupante, o de quien se pretenda dueño, del acto administrativo que inicie el procedimiento agrario respectivo, o mediante edicto, en la forma contemplada en los artículos 44 y 45 del Código Contencioso Administrativo. 

13.1 De acuerdo con el precepto reseñado, el ejercicio de esta atribución estaba subordinado a la expedición de un “decreto reglamentario” el cual debía previamente establecer “el procedimiento que habrá de seguirse con audiencia del ocupante, o de quien se pretenda dueño”. Igualmente este canon legal dispuso que la “solicitud, decreto y práctica de pruebas se ceñirán a lo dispuesto en el correspondiente decreto reglamentario”. Del mismo modo, el legislador previó la práctica de un peritazgo y que el mismo se rendiría con arreglo a los preceptos de esa ley y del decreto reglamentario. 
13.2 Reglamentación que sólo vino a ser adoptada el 30 de enero del año siguiente a través del Decreto 230 de 2008
, el cual en su capítulo III dictó normas atinentes a la recuperación de baldíos indebidamente ocupados así como de los “reservados”: autoridad competente, causales, iniciación de procedimiento, solicitud de pruebas e inspección ocular, dictámenes, decisión final, acción policiva (arts. 37 a 43).

13.3 Como se desprende de su contenido, la prescripción legal en cita, tiene el carácter -sin lugar a dudas- de una norma atributiva de competencia. Y al otorgar la competencia al Incoder de ordenar la recuperación de terrenos baldíos en caso de indebida ocupación, supedita su ejercicio a la previa expedición de un decreto reglamentario que debía ocuparse de: (i) prever el procedimiento que se surtiría en estos casos; (ii) ocuparse en lo pertinente de lo atinente al tema probatorio (solicitud, decreto y práctica) y (iii) regular en particular, con arreglo a la ley, la práctica del peritazgo allí previsto.
13.4 La Sala destaca del contenido de la norma jurídica sub examine que a la vez que le atribuye dicha competencia al Incoder, simultáneamente establece que ella pende de la previa expedición de un decreto reglamentario por parte del gobierno nacional. Lo que da tanto como afirmar que mientras no fuese expedida la reglamentación correspondiente por parte de la autoridad competente, no podía adoptarse medida alguna sobre dichos predios. 
13.5 De acuerdo con tal planteamiento se impone concluir que el legislador previó una condición de aplicación de la prescripción, esto es, un presupuesto fáctico-normativo (la previa reglamentación del asunto por parte del gobierno nacional). Una condición categórica, sin cuyo cumplimiento, el Incoder no podía hacer aquello que la norma lo autoriza. Mención expresa que en modo alguno puede pasar por alto el intérprete del precepto en cuestión y que debía cumplirse para que el Incoder (ente descentralizado del orden nacional) pudiese ejercer la competencia respectiva.
13.6 Hay, pues, dos sujetos a quienes la prescripción que se comenta está dirigida. Por un lado, el Incoder a quien se le atribuye la competencia de recuperar los terrenos baldíos indebidamente ocupados; y por otra parte, el gobierno nacional (Presidente y Ministro de Agricultura) para que delimitara, con arreglo a la ley, vía decreto reglamentario el ejercicio de dicha competencia. 
14. Conforme a lo anterior, es claro que la ley no suministró todos los elementos indispensables para su cumplimiento, sino que para su correcta aplicación dispuso que era menester proveer previamente una regulación de algunos asuntos. La materia reglamentable en este caso además tiene que ver con el ejercicio del derecho de defensa (precisión de procedimientos administrativos y práctica de pruebas), de modo que sin ella la norma no puede aplicarse toda vez que el texto legal en comento exigía desarrollo reglamentario para su cabal cumplimiento (criterio de necesidad). 
14.1 O lo que es igual, el mandato legal atinente a indebida ocupación de terrenos baldíos o de tierras “que se hallen reservadas”, al tenor del citado artículo 163 de la Ley 1152 de 2007, no podía aplicarse sin la previa expedición de ordenamiento reglamentario adicional.
14.2 En suma, de acuerdo con el marco jurídico expuesto, la Ley 1152 de 2007 reformuló la institucionalidad del Sector Rural y al hacerlo, modificó el objetivo, competencias y funciones del Incoder y derogó expresamente varios preceptos legales que servían de fundamento a su accionar. Sin embargo, al no establecer un tránsito legislativo que previera el traslado de funciones a otras entidades y en especial mientras entraba en funcionamiento la UNAT (una de las entidades receptoras de las funciones trasladadas del Incoder), el gobierno nacional expidió los Decretos 3066 y 3362 de 2007, por los que dispuso que dicho establecimiento público continuaría cumpliendo con las funciones que fueron reasignadas por la citada ley. Al mismo tiempo la Ley 1152 previó que para eventos de indebida ocupación de terrenos baldíos debía seguirse un procedimiento, que sería establecido mediante decreto reglamentario (Decreto 230 de 30 de enero de 2008).
15. En el caso que se examina, advierte la Sala que el Acuerdo n.° 127 de 2007 demandado, se ocupó de reglamentar la ocupación y aprovechamiento de unos baldíos reservados de la Nación. Competencia que por virtud del artículo 38 de la Ley 1152 le correspondería al Ministerio de Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorial, en tanto a éste competía la administración de los bienes baldíos inadjudicables que se hallen en zonas de reservas forestales o ambientales, o en zonas de amortiguamiento de parques nacionales naturales o en los terrenos de estos
, pero que por virtud de los decretos ejecutivos de “transición institucional” siguió radicada en el Incoder.
15.1 Ahora, si bien es cierto que las normas reglamentarias de “transición legislativa” dispusieron que el Incoder “continuaría” ejerciendo las funciones que la Ley 1152 le había suprimido, lo cierto es que ésta en particular por estar referida a bienes baldíos o tierras que se hallen reservadas, por expreso mandato legal todo lo atinente a ellas, quedaba condicionada a la previa expedición de un decreto reglamentario por parte del gobierno nacional, según lo imperado por el artículo 163 eiusdem. 
15.2 Lo dicho da base suficiente para afirmar que para poder proceder a regular la ocupación y aprovechamiento temporal de bienes reservados, el Incoder debía previamente someterse a lo prescrito por un decreto reglamentario, el cual al momento de la publicación del acto acusado no había sido expedido por el gobierno nacional.
15.3 En efecto, el Acuerdo n.° 127 acusado está fechado el 13 de diciembre de 2007
, mientras que el Decreto reglamentario 230, por el cual se reglamenta la Ley 1152 de 2007 en lo relativo a la administración, tenencia y disposición de los terrenos baldíos nacionales, se establecen los procedimientos para su adjudicación, reserva, reversión y recuperación y se dictan otras disposiciones, fue expedido el 30 de enero del año siguiente. 
15.4 De modo que, como lo señaló el demandante, el Acuerdo acusado no podía expedirse hasta tanto no hubiese sido adoptado por el gobierno nacional la reglamentación exigida por el artículo 163 de la Ley 1152 de 2007. Y por lo mismo es claro que el INCODER excedió sus competencias, al regular una materia sin que previamente hubiesen sido fijados una serie de parámetros reglamentarios, como lo ordenó categóricamente el artículo 163 de la Ley 1152 de 2007 y por lo mismo no tenía facultad legal para expedir el acto administrativo acusado. La ley de modo claro hizo necesario la expedición de la norma reglamentaria por el gobierno nacional para cumplir debidamente el Estatuto de Desarrollo Rural, en tanto no suministró todos los elementos indispensables para su ejecución.
15.5 Síguese de lo anterior que el INCODER invadió la competencia reglamentaria del Presidente de la República, al reglamentar un procedimiento frente al cual no tenía facultad legal para hacerlo, sin que previamente hubiese sido expedida la norma reglamentaria presidencial que señalara el marco del ejercicio de esa competencia. 
15.6 Y no puede invocarse tampoco como fundamento jurídico de la competencia usurpada por la entidad accionada el artículo 76 de la Ley 489, tal y como lo hace el acto acusado en el considerando n.° 23, en tanto de la lectura de ese precepto no se deduce competencia reglamentaria alguna para los consejos directivos de los establecimientos públicos.
15.7 Si la Ley 1152 de 2007 no reguló integralmente la materia, como en efecto no lo hizo en este punto, y si el propio Congreso dejó un ámbito enorme en materia de baldíos “reservados” al poder reglamentario del gobierno, es apenas natural que la autoridad administrativa correspondiente no estaba facultada para proferir el acto general impugnado, sin que previamente hubiese sido expedido el reglamento respectivo. 
15.8 La jurisprudencia de la Corporación ha señalado que la materia reglamentable depende del grado de precisión de la ley (“tanta será la materia reglamentable por el ejecutivo, cuanta determine la necesidad de realizar el estatuto expedido por las cámaras”
) y además ha precisado que no toda expedición de acto administrativo general puede asimilarse a “potestad reglamentaria”:
La potestad de reglamentar las leyes es atribución sólo del Presidente de la República, y no de otras autoridades administrativas, que ha de ejercer, desde luego, con la colaboración del ministro del ramo o director de departamento administrativo correspondiente, según lo establecido en el artículo 115 de la Constitución. 

Los límites de la potestad reglamentaria están señalados en cada caso por la necesidad de que sea cumplida debidamente la ley de que se trate, de manera que si la ley suministra todos los elementos indispensables para su cumplimiento, nada habrá de agregársele y, por consiguiente, no habrá oportunidad para el ejercicio de la potestad reglamentaria; pero si faltan en ella detalles necesarios para su correcta aplicación habrá lugar a proveer a la regulación de esos detalles, en ejercicio de la potestad reglamentaria. En otros términos, tanta será la materia reglamentable cuanta determine la necesidad de dar cumplimiento a la ley (…)

La potestad reglamentaria de las leyes está referida a cualesquiera leyes, sin distinciones, que no las establece la norma constitucional.

(…) Para fijar los límites del poder reglamentario es preciso acudir a los propios textos constitucionales. En ellos se establecen dos criterios a segur: el de la necesidad y el de la competencia.


a. Necesidad.  Así como el legislador sólo puede desarrollar los mandatos de la Carta Política que realmente requieran un desenvolvimiento para su adecuada aplicación, pero no aquellos otros que por sí mismos constituyan ordenamientos claros e incondicionados que no necesitan regulaciones adicionales para su inmediata ejecución, así también el órgano administrativo únicamente podrá reglamentar los textos legales que exijan desarrollo para su cabal realización como normas de derecho. Si así no fuera, el legislador y el ejecutivo forzosamente se colocarían en uno de estos dos extremos: o repiten exactamente lo que ya está expresado por el mandato superior, caso en el cual el nuevo precepto sería superfluo; o adicionan o recortan el alcance de la regla constitucional o legal, incurriendo en ostensible violación de las disposiciones superiores de derecho. Estas apreciaciones fluyen espontánea y naturalmente del principio de la jerarquía de la legalidad que informa todo nuestro sistema constitucional (…) Allí se da la medida exacta de los poderes jurídicos de la administración pública en estas materias: si el decreto reglamentario es necesario para que la ley se ejecute debidamente, el Gobierno puede dictarlo. Pero si no es necesario para su adecuada ejecución, la facultad desaparece en razón de que no existe el supuesto básico de su ejercicio. Hay sustracción de materia reglamentable, porque el estatuto superior se realiza en su plenitud sin necesidad de ordenamientos adicionales.

b. Competencia.  La función esencial del órgano administrativo es la de ejecutar las leyes, e igual cosa podría predicarse del órgano jurisdiccional. 
(…) La potestad de reglamentar la ley no puede confundirse con la facultad de expedir actos administrativos de carácter general.

La potestad reglamentaria se ejerce con la expedición de decretos, resoluciones y órdenes necesarios para que la ley pueda ser debidamente cumplida; en ejercicio de la facultad de dictar actos de carácter general las autoridades cumplen la ley. 

La potestad de reglamentar la ley es atribución del Presidente de la República. Según lo establecido en el artículo 189, numeral 11, de la Constitución.  De la facultad de expedir actos administrativos de carácter general están investidas muchas autoridades; así, por ejemplo, al Ministerio del Medio Ambiente corresponde regular las condiciones generales para el saneamiento del medio ambiente, determinar las normas ambientales mínimas y las regulaciones de carácter general sobre medio ambiente, dictar regulaciones de carácter general tendientes a controlar y reducir la contaminación, entre otras varias, según lo establecido en el artículo 5º de la ley 99 de 1.993; la Superintendencia de Sociedades tiene la facultad de unificar las reglas de contabilidad a que deben sujetarse las sociedades comerciales sometidas a su inspección, vigilancia y control, según el artículo 86 de la ley 222 de 1.995; el Consejo Nacional Electoral  tiene entre sus atribuciones la de establecer, por acto general, los límites a los gastos de campaña y la de determinar el tiempo y los espacios en los cuales los concesionarios de espacios de televisión pueden presentar propaganda electoral, como está dispuesto en los artículos 14 y 26 de la ley 130 de 1.994; a la Superintendencia de Servicios Públicos está atribuida la facultad de definir por vía general determinadas tarifas y la información que las empresas deben proporcionar sin costo al público y los valores que deben pagar los particulares por informaciones especiales, según el artículo 79 de la ley 142 de 1.994; y podrían citarse muchos ejemplos más. 

(…) esa potestad es distinta de la facultad atribuida a muchas autoridades para el cumplimiento de determinadas funciones, aun cuando esas funciones se cumplan mediante la expedición de actos administrativos de carácter general.

15.9 Por manera que si la potestad de reglamentar la ley no puede confundirse con la facultad de expedir actos administrativos de carácter general
, mal podía un establecimiento público (un organismo descentralizado del orden nacional según las voces del apartado a) del numeral 2º del artículo 38 de la Ley 489 de 1998), expedir un acto general sin que hubiese sido expedido previamente por el gobierno el decreto reglamentario correspondiente. Ese carácter general o abstracto del acto acusado, no asimila a esa competencia a una potestad reglamentaria y tampoco lo hace “reglamentario” la nomenclatura utilizada por el acto acusado.
16. Considera entonces la Sala que el INCODER superó el marco legal de su competencia cuando reguló la ocupación y aprovechamiento temporal de los baldíos “reservados” de la Nación, situados en una zona específica, como quiera que lo hizo sin que hubiese sido previamente expedido el decreto reglamentario respectivo, tal y como lo ordenó en forma clara y contundente el legislador. 
Se declarará, entonces, la nulidad del Acuerdo n.° 127 de diciembre de 2007
.

17. En consideración a que la prosperidad de este cargo comporta la anulación del acto administrativo demandado, la Sala no se ocupará de las otras acusaciones endilgadas en la demanda.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,


F A L L A:
DECLÁRASE la nulidad del Acuerdo n.° 127 de 2007, por medio del cual se reglamenta la ocupación y aprovechamiento temporal de los baldíos reservados de la Nación situados en el corregimiento de Palermo, municipio de Sitio Nuevo, departamento del Magdalena y conocidos como “Zona de Desarrollo de Excelencia”, expedido por el Consejo Directivo del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

	DANILO ROJAS BETANCOURTH

Presidente de la Sala


	STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO


� El numeral 1º del artículo 128 del C. C. A., modificado por el artículo 36 de la Ley 446 de 1998, atribuye la competencia privativa y en única instancia al Consejo de Estado para conocer de los procesos de nulidad de actos administrativos expedidos por autoridades del orden nacional y, el Acuerdo 55 de 2003 señala que la Sección Tercera está a cargo de conocer los procesos de simple nulidad de actos administrativos que versen sobre asuntos agrarios, contractuales, mineros y petroleros.


� En Diario Oficial n.° 43.335 de 8 de julio de 1998. El inciso primero del precepto en cita fue declarado exequible por la Corte Constitucional mediante sentencia C-248 de 1999.


� Diario Oficial n.° 46.868 del 11 de enero de 2008.


� El artículo 9 de la Resolución 157 del 12 de febrero de 2004 dispuso: “RÉGIMEN DE USOS. Dadas las características especiales de los humedales y de sus zonas de ronda, serán usos principales de los mismos las actividades que promuevan su uso sostenible, conservación, rehabilitación o restauración. Sin embargo, a partir de la caracterización y zonificación, se establecerán en el Plan de Manejo respectivo, los usos compatibles y prohibidos para su conservación y uso sostenible”.


� Berrocal Guerrero, Luis Enrique, Manual del acto administrativo, Bogotá, Librería Ediciones del Profesional, 2009, p. 441.


� El suscrito ponente ha considerado que no es posible adelantar el estudio de legalidad cuando media la inexequibilidad de la norma que sirve de sustento a la disposición demandada, en cuyo caso lo que procede es la nulidad por consecuencia y así se ha expresado en varios votos particulares en Sala Plena a controles inmediatos de legalidad, entre otros, en rad. 11001-03-15-000-2010-00221-00 (Resolución n.° 281 del 4 de febrero de 2010, expedida por el Superintendente Nacional de Salud). Con todo, al respetar la decisión de la mayoría se sigue el criterio sentado por el Pleno de esta Corporación.


� Sección Primera, expediente 1948.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, sentencia de agosto 3 de 2000, rad. 5722.


� Cfr. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencias rad. 21051 de 5 de julio de 2006 y rad. 19526 de 3 de febrero de 2010.





� Diario Oficial No. 46.700 de 25 de julio de 2007, declarada inexequible Corte Constitucional, sentencia C 175 de 2009.


� “ARTÍCULO 127. La Superintendencia de Notariado y Registro, llevará un registro de los predios y territorios abandonados a causa de la violencia (…)”.


� “ARTÍCULO 34. Adiciónese a las funciones que en la actualidad le han sido impuestas por las normas vigentes a la Dirección de Etnias del Ministerio del Interior y de Justicia o quien haga sus veces, las siguientes:


1. Planificar y ejecutar los procedimientos para la constitución, saneamiento, ampliación y reestructuración de resguardos indígenas con sujeción a los criterios de ordenamiento territorial y a la función social y ecológica de la propiedad rural, de acuerdo con las normas legales vigentes y los reglamentos que expida el Gobierno Nacional. Para estos fines podrá adquirir directamente tierras y mejoras para este propósito.


2. Planificar y ejecutar los procedimientos para la titulación colectiva de las tierras baldías a las comunidades negras, para los fines previstos en la Constitución Política y en la ley, con sujeción a los criterios de ordenamiento territorial y a la función social y ecológica de la propiedad rural de acuerdo con los reglamentos que expida el Gobierno Nacional. Para estos efectos podrá adquirir directamente tierras, mejoras o servidumbres si a ello hubiere lugar.


3. La Dirección podrá adelantar procedimientos de deslinde de las tierras de resguardo y las de las comunidades negras de acuerdo con los procedimientos establecidos en esta ley (…)”(se subraya).


� “ARTÍCULO 35. Adiciónese a las funciones que en la actualidad le han sido impuestas por las normas vigentes a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, las siguientes:


1. Coordinar el acceso a subsidios de tierras para beneficiarios de programas sociales a favor de la población desplazada por la violencia, así como para los demás programas sociales que establezca el Gobierno Nacional, directamente o a través de las convocatorias que para ello efectúe el Incoder.


2. Establecer y operar un programa que permita recibir predios rurales de personas desplazadas, a cambio de la adjudicación de otros predios de similares características en otras zonas del país (…)”.


� “ARTÍCULO 36. Adiciónese a las funciones que le han sido impuestas por las normas vigentes a la Dirección Nacional de Atención y Prevención de Desastres-Fondo Nacional de Calamidades, la correspondiente a la adquisición directa de tierras para beneficiarios de programas sociales establecidos en favor de los damnificados o potenciales damnificados de calamidades o desastres naturales a fin de procurar su reubicación en otros lugares del territorio nacional (…)”.


� “ARTÍCULO 37. Adiciónese a las funciones que le han sido impuestas por las normas vigentes a las Corporaciones Autónomas Regionales, la correspondiente a adelantar los procesos de clarificación, deslinde y restitución de playones, madreviejas, desecadas de los ríos, lagos y ciénagas de propiedad de la Nación así como de las sabanas comunales y cuencas de los ríos (…)”.


� “ARTÍCULO 38. Adiciónese a las funciones que le han sido impuestas por las normas vigentes al Ministerio de Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorial:


1. La administración de los bienes baldíos inadjudicables o de los que se hallen en zonas de reservas forestales o ambientales, o en zonas de amortiguamiento de Parques Nacionales Naturales o en los terrenos de estos.


2. Adquirir directamente tierras para reubicación de población propietaria de predios ubicados en zonas de reservas forestales o ambientales, o en zonas de amortiguamiento de Parques Nacionales Naturales o en los terrenos de estos”).


� “ARTÍCULO 125. En desarrollo de lo previsto en el artículo 20 de la Ley 70 de 1993, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi verificará y certificará el cumplimiento de la función social de la propiedad en las tierras de las Comunidades Negras. Las solicitudes de adjudicación de tierras baldías que, conforme a los artículos 8o y 9o de dicha Ley formulen los Consejos Comunitarios, deberán adecuarse obligatoriamente a los procesos y decisiones de ordenamiento territorial que, conforme a los planes de vida, formulen sus consejos comunitarios, con el fin de garantizar la función social y ecológica de la propiedad”.


� “ARTÍCULO 41. Establézcanse como funciones adicionales del Instituto Colombiano Agropecuario, ICA, además de las actualmente establecidas por las normas vigentes, las siguientes:


1. Regular el ejercicio de la actividad pesquera y acuícola, para asegurar el aprovechamiento sostenible de los recursos pesqueros y acuícolas.


2. Ejecutar los procesos de administración de recursos pesqueros y acuícolas en lo referente a investigación, ordenamiento, registro y control.


3. Otorgar permisos, patentes, concesiones y autorizaciones para ejercer la actividad pesquera y acuícola.


4. Cobrar el valor de las tasas y derechos que recaude por el ejercicio de la actividad pesquera.


5. Mantener actualizado el registro de pesca y acuicultura nacional.


6. Imponer multas y sanciones administrativas, incluyendo la suspensión y/o retiro del permiso o la licencia de pesca a los productores que violen las normas de conservación, límite de captura, vedas, tallas y demás restricciones de preservación de las especies.


7. Las demás funciones que le impongan la ley o el Gobierno Nacional”.


� Diario Oficial 46.849 21 de diciembre de 2007.


� Por el cual se dicta el Estatuto General de Pesca, en Diario Oficial 39143.


� Por la cual se organiza el subsector de adecuación de tierras y se establecen sus funciones, en Diario Oficial No. 40.731. de 25 de enero de 1993.


� Por la cual se crea el Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, se establece un subsidio para la adquisición de tierras, se reforma el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria y se dictan otras disposiciones, en Diario Oficial No. 41.479, de 5 de agosto de 1994.


� Por el cual se crea el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder y se determina su estructura, en Diario Oficial No. 45.196, de 23 de mayo de 2003.


� Diario Oficial 46721 de 15 de agosto de 2007.


� Actualmente está en curso proceso para decisión sobre su legalidad en la Sección Primera de esta Corporación (Rad. 110010324000200700357 00, actor: Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales y Agrarios, Demandado: Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural).


� Diario Oficial 46743 de 6 de septiembre de 2007.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Seccion Primera, sentencia de 18 de agosto de 2011, Rad. 11001-03-24-000-2007-00358-00, actor: Procuraduría Delegada para asuntos Ambientales y Agrarios, C.P. Rafael E. Ostau De Lafont Pianeta. Allí se indicó que: “Habiendo quedado plenamente establecido el carácter no reglamentario del decreto acusado, la Sala estima que no es dable ni pertinente aducir que el Presidente de la República haya incurrido en un exceso en el ejercicio de las atribuciones previstas en el artículo 189 numeral 11 de la Carta y, por lo mismo, el cargo planteado por la Señora Procuradora Delegada para Asuntos Ambientales y Agrarios no tiene ninguna vocación de prosperidad.// En lo que concierne al cargo referido al ‘Indebido soporte normativo para la expedición del Decreto 3362 de 2007”, comparte la Sala plenamente el criterio expresado por el Señor Procurador Primero Delegado ante el Consejo de Estado, cuando en su vista fiscal asegura que ‘[…] como el decreto acusado se expidió en ejercicio de las facultades previstas en el artículo 189 numeral 16 [de la Carta] conforme a los criterios establecidos en el artículo 54 de la Ley 489 de 1998, lo que hizo el ejecutivo fue establecer las funciones del INCODER hasta tanto se definiera la estructura de las nuevas entidades que vinieron a reemplazar a las existentes INPA, INCORA, DRI e INAT. La Ley 1152 de 2007 no derogó el artículo 8° del Decreto 1300 de 2003, esto es, lo relacionado con la estructura orgánica, razón por la cual el Decreto 3362 dispone que las funciones de los empleos seguirán siendo las fijadas en el manual específico de funciones y de competencias laborales vigentes a la fecha de promulgación de la misma.’ Al hacer suyas las anteriores apreciaciones, la Sala considera que el cuestionamiento expuesto por la parte actora no tiene la virtud de enervar la legalidad del Decreto demandado. // Por último y en relación con el cargo referido al hecho de que el Presidente de la República haya ejercido su potestad reglamentaria sin haber realizado una valoración e indagación de los fines contenidos de la ley, la Sala considera que ese hecho no fue acreditado por la parte actora y además de ello, aún en el supuesto caso de haber sido demostrado, lo real y cierto es que ese hecho en abstracto no constituye un vicio capaz de comprometer la legalidad del acto acusado.”





� ARTÍCULO 8o. DE LA ESTRUCTURA. El Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder, tendrá la siguiente estructura:


1. Consejo Directivo.


2. Gerencia General.


2.1 Oficina de Control Interno.


2.2 Oficina Asesora Jurídica.


2.3 Oficina Asesora de Planeación.


3. Subgerencia de Ordenamiento Social de la Propiedad.


4. Subgerencia de Desarrollo Productivo Social.


5. Subgerencia de Infraestructura.


6. Subgerencia de Pesca y Acuicultura.


7. Subgerencia Administrativa y Financiera.


8. Oficinas de Enlace Territorial.


9. Órganos de Asesoría y Coordinación.


9.1. Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno.


9.2. Comisión de Personal.


� Para lo cual -como ya se indicó- el artículo 24 de la Ley 1152 de 2007 previó un plazo de seis (6) meses.


� La determinación de  la estructura y funciones de la Unidad Nacional de Tierras Rurales, UNAT, fue adoptada –como ya se indicó- por Decreto 4907 de 21 de diciembre de 2007.


� “Por el cual se reglamenta la Ley 1152 de 2007 en lo relativo a la administración, tenencia y disposición de los terrenos baldíos nacionales, se establecen los procedimientos para su adjudicación, reserva, reversión y recuperación y se dictan otras disposiciones” en Diario Oficial No. 46.887 de 30 de enero de 2008.


� “ARTÍCULO 38. Adiciónese a las funciones que le han sido impuestas por las normas vigentes al Ministerio de Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorial: 1. La administración de los bienes baldíos inadjudicables o de los que se hallen en zonas de reservas forestales o ambientales, o en zonas de amortiguamiento de Parques Nacionales Naturales o en los terrenos de estos (...)”.


� Y fue publicado en el Diario Oficial n.° 46868 de 11 de enero de 2008.


� Consejo de Estado, sentencia de 10 de octubre de 1.962, en Anales, t. LXV, núms. 399 y 400, pp. 38 y 40.


� Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, sentencia del 8 de febrero de 2000, rad. S-761(IJ). CP Javier Díaz Bueno.


� Consejo de Estado, sentencia de 29 de octubre de 1.976 en Anales, t. XCI, núms. 451 y 452, p. 333.


� Conviene anotar que en los antecedentes del acto administrativo acusado, uno de los representantes del gobierno nacional en el ente descentralizado demandado puso de presente la incompetencia para la expedición del acto que se revisa: “(…) la Dra. Martha Méndez del Departamento Nacional de Planeación, solicita dejar constancia, como en efecto se hace, respecto a que el DNP se aparta de votar este acuerdo, indicando que (…), este tema no es del resorte del Incoder” (copia auténtica del acta del Consejo Directivo Sesión n.° 45 de diciembre 13 de 2007, fl. 107 c. ppal.).
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